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Los supuestos indemnizatorios 
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Los principios 
constructivos de la 
regulación legal 

E 
1 vigente Texto Refundido de la Ley 
del Suelo, aprobado po r Real De­
creto Legislativo l/ l 992, de 26 de 

junio (en adelante LS), dedica un Título 
- el Vl - a la determinación de los su­
puestos en que la actividad administra­
tiva urbanística puede dar luga r, por le­
sión de la esfera patrimonial de los ciu­
d adan os-ad m inisu ados, a l deber de 
indemn izar. los supuestos que contem­
pla y define, efectivamente, en sus ar­
úculos 237 a 24 l , ambos inclusive, apa­
recen co nstruidos con forme a los s i­
guientes principios: 

• El presupuesto del juego de la ins­
titución de la responsabilidad - la le­
sión en sentido técnico (daño o perjui­
cio que el particular no tiene el deber 
jurídico de soportar, como, con toda co­
rrecció n, dice hoy el artículo 141.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administracio­
nes Públicas y del Proced imiento Ad mi­
nistrativo Común; en adelante LRjAPy­
PAc)- se articula sobre el concepto de 
incidencia de la actividad de la Admi­
nistración urbanística actuante sobre el 
proceso urbanístico en toda su exten­
sión (interferencia o perturbación del 

decurso de éste en línea de ejecución 
con sus bases de partida); p roceso, que 
subyace en la regulación legal sustanti­
va (1). Así resulta claramente, es decir, 
sin necesidad de mayor argumentación 
y parti r de su p ropio tenor literal, del 
artículo 241, que establece, significati­
vamente, la cláusula residual y, por tan­
to, general de toda dicha regulación le­
gal. 

• La incidencia lesiva aludida puede 
tener lugar como co nsecuencia tanto 
del eje rcicio de la potestad de planea­
miento (primer ejercicio o segundo y 
sucesivos ejercicios - mod ificación o 
revisión del planeamiento ya vigente­
de dicha potestad) o la de p rotección de 
la legalidad urbanística o, con carácter 
más general, de intervención del eje rci­
cio de las facultades do minicales relati­
vas al uso del suelo y edificación, es de­
cir, de las previstas en los ans. 2, c) y 3.4 

(1) El proceso aludido en el texto, que res­
ponde a un modelo o esquema lineal, tiene dos 
momentos diferenciados -el establecimiento de 
la concreta ordenación urbanística o planea­
miento, de un lado, y la matenalizac1ón de la or­
denación o ejecución, de otro- y un orden se­
cuencial determinado. Este o rden es el s1gu1ente: 
primero es el planeamiento, que ha de desarro­
llarse por todos los escalones precisos, por legal­
mente predeterminados, hasta alcanzar el que le­
gitima legalmente la acnv1dad de ejecución, lue-

LS (anulación, no otorgamiento o inco­
rrecta denegación de la licencia urba­
nística municipal). 

Aún siendo distintas, ambas hipóte­
sis confluyen, sin embargo y desde la 
perspectiva del planeamiento, cuando 
el ejercicio de la potestad de planea­
miento incide con efecto de lesión jus­
tamente en la fase de ejecución de la 
edificación del proceso urbanístico, co­
mo resulta sin más de lo dispuesto en el 
a rtículo 238.2 LS. Ocurre que en el su­
puesto previsto en este precepto el da­
ño o perjuicio y, por tanto, la indemni­
zación so n distintos a los previstos en el 
artículo 240 LS, remitiéndose éste de 
hecho a la legislación general de la res­
ponsabilidad patrimonial de la Admi­
nistración Pública. Surge así la cuestión 
de si los supuestos previs tos en el ar­
tículo 238 LS -extinción de la eficacia 
de la licencia disconfo rme sob reveni-

go y alcanzado este úlnmo punto de la legitima­
ción de la ejecución, ésta sigue al planeamiento 
comenzando con la urban ización y la verifica­
ción de las cesiones obhgatonas y graruitas, con 
- en su caso- justa distribución entre los afecta­
dos de los beneficios y cargas del planeamiento, 
para terminar con la edificación de las parcelas y 
la conservación de las edificaciones constntidas. 
El proceso en cuestión se corresponde perfecta­
mente con la economía y la lógica del régimen ur­
banísuco del derecho de propiedad 



damente con la ordenació n urbanísti­
ca por efecto de la entrada en vigor de 
ésta (número 1) y modificación o re­
vocación de la licencia po r la misma 
razón anterior (número 2)- son o no 
equiparables y, por tanto, asimilables 
al de simple anulación de la licencia, 
uno de los tres recogidos en el artículo 
240 LS, con el resultado de una cierta 
incongruencia consigo mismo del tex­
to legal a l prever co nsecuencias en 
principio distintas para supuestos en 
lo sustancial idénticos. La respuesta 
que el interrogante suscitado merece 
es negativa: no existe suficiente identi­
dad entre los supuestos legales y, por 
tanto, tampoco contradi cción alguna 
en la Ley. En efecto: 

a) En el artículo 240 se contempla 
(2) una estricta anulación de licencia 
por disconformidad de ésta a Derecho, 
es decir, por razones de legalidad, se en­
tiende desde el mismo momento de su 
otorgamiento. De ahí la exención d e 
responsabilidad para la Administración 
en caso de dolo, culpa o negligencia gra­
ves imputables al perjudicado, que es­
tablece el inciso final. Debe suponerse 
que la anulación tiene lugar como con­
secuencia del ejercicio por la Adminis­
tración de sus potestades de revisión 
(en su caso, como consecuencia de re­
curso) y en vía administrativa o conten­
cioso-administrativa. 

b) En el artículo 238, por contra, se 
está, bien ante la pérdida sobrevenida 
de eficacia (no de validez) de la licencia 
por efecto - dispuesto legalmente- de 
la entrada en vigor de una nueva orde­
nación urbanística, sustitutiva de la vi­
gente al tiempo del otorgamiento de di­
cha licencia y se entiende que contra­
dictoria con el contenido de la licencia 
(número 1 ), bien ante la habilitación a 
la Admin istración urbanística para, 

(2) Aparte la demora injustificada -que ha­
ce referencia a un mal funcionamiento del se rvi­
cio público de intervención de la actividad de los 
particulares- y la denegación improcedente -
que alude a una responsabilidad por acto ilegal-, 
que ahora no hacen al caso. 

dándose esa misma circunstancia de re­
novación de la ordenación urbanística 
aplicable y, por tanto, por razones de 
oportunidad (la nueva definición del 
interés público urbanístico), modificar 
el contenido de la licencia o, incluso, re­
vocar ésta (número 2). Este último su­
puesto [y. en parte, también el anterior 
(3)] evoca el artículo 16 del viejo y aún 
vigente Reglamento de Servicios de las 
Corporaciones Locales de 1955, que au­
toriza la revocación de las licencias en 
los supuestos de desaparición de las cir­
cunstancias determinantes de su otor­
gamiento o de la aparición de otras que, 
de haber existido a la sazón, habrían 
justificado su denegación. 

De todas maneras, lo decisivo es la 
interferencia, con resultado de lesión 
en sentido técnico, en el proceso urba­
nístico. En modo alguno el momento 
temporal concreto, es decir, la fase de 
dicho proceso en que la interferencia 
tiene lugar, que sólo influye en la mo­
dulación de la responsabilidad, justa­
mente en función del grado de patri­
mon ialtzación de facu ltades corres­
pondientes conforme al régimen 
urbanístico del derecho de propiedad 
por el agente urbanístico (en el modelo 
legal, el propietario). Esto explica que 
cuando la incidencia trae causa del 
ejercicio de la potestad d e planeamien­
to, la regulación legal no atienda ya al 
criterio (decisivo en la lS de 1976: art. 
87.2 de la misma) de la «anticipación» 
de la modificación o revisión del pla­
neamiento al transcurso de los plazos 
en principio previstos para la ejecu­
ción de éste; criterio, que se abandona 
y supera por completo. 

• U1 incidencia lesiva resultante del 
ejercicio de la potestad de planeamien­
to puede producirse tanto sobre la co-

(3) Pues el citado an 16 del Reglamento de 
Servicios de las Corporaciones Locales contem­
pla asimismo la pérdida de eficacia de las licen­
cias, si bien sólo en caso de incumphm1emo de 
las condiciones a que hubieran quedado subor­
nadas. 

rrecta integración (conforme al sistema 
legal) de la ordenación sustantiva esta­
blecida (sin componente alguno relati­
vo a la interferencia en el desarrol lo 
mismo del proceso urbanísti co en 
cuanto tal), como sobre el decurso de 
este último y, por tanto, de la gradual 
adquisición de facul tades por parte del 
propietario-agente de la actividad urba­
nística. 

• La incidencia, con efecto de le­
sión, derivada del ejercicio de la potes­
tad de intervención previa en la activi­
dad de los particulares mediante licen­
cia se contempla únicamente desde la 
perspectiva del mal funcionamiento del 
correspondiente servicio público. 

Supuestos 
inde1nnizatorios 
de1ivados del ejercicio 
de la potestad de 
planea1niento. 
Su contenido 

Todos los supues tos legales referi­
bles al ejercicio de la potestad de pla­
neamienro son clasificables en dos 
grupos, según el momento en que tie­
ne lugar dicho ejercicio: en el inicio 
mismo del proceso urbanístico, es de­
ci r, en la formación de la ordenación 
urbanística que lo va a desencadenar y 
legitimar, con independencia de cual­
quier otra circunstancia, de un lado, y 
a lo la rgo del desarrollo del proceso de 
urbanización y edificación puesto en 
marcha precisamente por el planea­
miento. 

Supuestos en que la lesión deriva de 
la no integración de la ordenación 
sustantiva conforme a los 
presupuestos generales del sistema 
legal, con independencia del estadio 
del proceso urbanístico 

Dos son los supuestos concretos cn­
cuadrables en este grupo. Se trata de los 
previstos en el artículo 239 LS. Ambos 
descansan en el concepto de vincula-
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ción o limitación (4) singular, cuyo con­
tenido aparece determinado por la pro­
pia norma legal. Concepto aclarado por 
el propio precepto. Esta úlúma circuns­
tancia, que consútuye una novedad en 
nuestro ordenamiento urbanísúco que 
merece ser destacada, determina el ago­
tamiento de su contenido en los dos su­
puestos de que ahora se trata. Los su­
puestos son los siguientes: 

Atribución por el planeamiento del aprove­
chamiento urbanístico en términos tales que de 
ella resulten (se entiende para uno o varios 
propietarios individualiza bles dentro del círcu­
lo de los afectados por el planeamiento) res­
tricciones del aprovechamiento urbanístico del 
suelo que no puedan ser objeto de distribución 
equitativa entre los interesados; concepto éste 
de restricción en que se traduce, por tanto, el de 
vinculación singular (art. 239.2 LS) 

Huelga decir que, po r sus caracterís­
úcas, el supuesto legal se puede produ-
cir con ocasión de cualquier ejercicio 19 
de la potestad de planeamiento, sea a tí-
tulo de primera formulación de éste, sea 
al de su mod ificación o revisión, pues 
atiende únicamente a las condiciones 
sustantivas de definición de la ordena-
ción. 

La lesión indemnizable consiste en la 
reducción del aprovechamiento (no 
susceptible de justa distribución entre 
los afectados por el planeamiento me­
diante aplicación de los mecanismos le­
gales previstos al efecto). Esta determi-

(4) El precepto legal emplea, en su número 
dos, los dos términos (vinculación y limitación). 
Aunque pueda sin duda establecerse, en sede in­
terpretativa, una diferenciación de significado 
entre ambos (la vinculación, al emplearse tam­
bién en el número 1, parece tener un ámbito y, 
por tanto, un contenido más amplio que la limi­
tación), lo cieno es que el esfuerzo carece de sen­
tido e interés, puesto que, a efectos de la aplica­
ción del supuesto contemplado en el número 2 
del an . 239 uno y otro concepto aparecen refe­
ridos a una misma realidad: la reducción del 
aprovechamiento urbanístico del suelo que no 
pueda ser objeto de distribución equitativa entre 
los interesados. Por tanto, los dos conceptos 
aparecen unificados por relación al resultado y a 
la cualificación de éste a los efectos de la respon­
sabilidad patrimonial de la Administración. 
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nación de la lesión suscita algunos inte­
rrogantes. 

Por de pronto, ¿a qué aprovecha­
miento urbanístico se refiere el precep­
to legal? No puede aludir al aprovecha­
miento objetivo o real, pues, conforme 
al régimen legal urbanístico de la pro­
piedad, los propietarios no tienen dere­
cho a todo el aprovechamiento definido 
por el planeamiento y sí sólo al aprove­
chamiento calificado legalmente como 
susceptible de apropiación (que es una 
parte de aquél ). Por tanto, la reducción 
aquí prevista tiene corno medida este 
último tipo de aprovechamiento (5). 

Desde un punto de vista subjetivo, es 
decir, del titular del aprovechamiento 
susceptible de apropiación objeto de la 
deducción indemnizable, surge, además, 
la cuestión de los términos del juego de 
la responsabilidad cuando aquél sea otra 
Administración pública, propietaria de 
suelo con la cali ficación de bien patri­
monial. Aunque la institución de la res­
ponsabilidad patrimonial esté articulada 
sobre la idea de garantía de la indemni­
dad de la esfera patrimonial de los ciu­
dadanos-administrados, incluso en su 
reciente regulación en la Ley 30-/ 1992, 
ele 26 de noviembre, nada obsta a su 
operatividad en la aludida hipótesis, 
pues en ella la Administración afectada 
aparece en la relación jurídica corres­
pondiente en calidad de propietario. 

La reducción del aprovechamiento 
urbanístico (susceptible d e apropia­
ción) es, así debe entenderse en sede in­
terp retativa, presupuesto necesario, pe­
ro no suficiente, para el desencadena­
miento del deber de indemnizar, pues la 
especificación por la LS de supuestos 
indemnizatorios no enerva la aplicabili-

(5) Pues, por definición, no cabe adm1nr co­
mo posible la producción de un daño por re­
ducción de un bien (el aprovechamiemo urba­
nístico no susceptible de aprop1ac1ón), que ni 
forma parte del patrimonio del posible afectado 
y ni aun puede legalmente llegar a formar parre 
de dicho patrimonio (por estar fuera del mundo 
de las cosas organizadas conforme a la insnru­
c1ón de la propiedad p rivada). 

dad de la regulación general de la insti­
tución de la responsabilidad patrimo­
nial de la Administración, conforme a la 
cual lo determinante es la lesión, es cle­
ci r, la concurrencia de un efectivo daño 
o perjuicio. En consecuencia, ha de es­
tarse a los efectos de la reducción en el 
patrimonio del propietario afectado, de 
suerte que si aquélla no produce un re­
sultado dañoso o perjudicial por com­
pensarse la d isminución cuantitativa 
del aprovechamiento con un correlati­
vo incremento de la utilidad y el valor 
de éste, debe concluirse la improceden­
cia de la indemnización. 

Ahora bien, cuestión de no menor 
importancia de entre las que suscita el 
supuesto legal es la de su misma posibi­
lidad con arreglo al propio ordena­
miento urbanístico. El distinto régimen 
de las clases legal es de suelo obliga a 
una respuesta separada en los distintos 
casos-tipo posibles: 

• Suelo urbano en Municipios en los 
que no sean de aplicación las técnicas de 
áreas de reparto y aprovechamiento tipo. 

El supuesto legal parece perfecta­
mente posible, en los términos tradicio­
nales o conocidos de las vinculaciones 
s ingulares, toda vez que aquí la justa 
d istribución de benefi cios y cargas con­
tinúa realizándose íntegramente en la 
fase de ejecución del planeamiento y 
con los mecanismos conocidos de la re­
pa rcelación y de la compensación. Toda 
situación singular (es decir, referible a 
uno o varios de los propietarios inte­
grantes de la comunidad de reparcela­
ción o compensación) y patrimonial­
mente desfavorecedora o perjudicial en 
términos relativos respecto del resto de 
los miembros de la referida comunidad, 
que no sea reductible en el seno de la re­
parcelación o compensación y sea califi­
cable técnicamente de daño o perjuicio. 

• Suelo urbano y urbanizable en el 
que jueguen las técnicas de las áreas de 
reparto y del aprovechamiento tipo: a) 
aprovechamiento tipo calculado en la 
forma determinada por la LS: 

Cuando se proceda mediante uni­
dades de ejecución, no parece que el 

supuesto considerado pueda llegar a 
producirse. En efecto, tanto en el caso 
de que la unidad de ejecución cuente 
co n un aprovechamiento real igual al 
suscep tible de apropiació n por los 
propietarios incluidos en aquélla, co­
mo en el que el primero de dichos 
aprovechamientos sea superior al se­
gundo (previsto en el art. 151 lS), por 
definición no puede darse una reduc­
ción del aprovechamiento que afecte 
subjetivamente el e forma s ingular a 
uno o varios de los propietarios. Y si la 
circuns tancia que co ncurre, siempre 
en una unidad de ejecución, es la de un 
defecto de aprovechamiento real res ­
pecto al susceptible de apropiación, lo 
procedente en primer término -según 
el artículo 152 lS- es la disminución 
de la carga de urbanizar en cuantía 
igual al valor del aprovechamiento no 
materializable (con aplicación en todo 
caso de lo dispuesto en el art. 54 y su­
fragando la Administración actuante la 
diferencia resultante) o, en su caso y a 
elección de la Administración actuante 
(si la anterior disminución no com­
pensara totalmente el valor del aprove­
chamiento no materializable), el trasla­
do de la diferencia de aprovechamien­
to aún pendiente de compensar a otras 
unidades de ejecución en situación in­
versa o incluidas en la misma área de 
reparto o el abono en metálico del va­
lor urba nístico de dicha diferencia . 
Consecuentemente, en este último ca­
so el supuesto legal ahora considerado 
sólo seria factible en una hipótesis re­
almente extraordinaria, difícil de ima­
gi nar, en que la diferencia (entre el 
ap rovechamiento real y el susceptible 
de apropiación) no fu era solventa ble 
respecto de d eterminados propieta­
rios, ni siquiera mediante compensa­
ción económica sustitutiva. 

En cambio, el supuesto legal parece 
perfectamente factible cuando no se ac­
túe med iante unidades de ejecución 
(actuaciones asistemáticas en suelo ur­
bano), siempre que no resulten viables 
las pertinentes transferencias de apro­
vechamiento, con y si n intervención 



mediadora de la Administración (arts. 
185 y SS. LS). 

b) Aprovechamiento tipo calcula do 
en otra forma (a rt. 96.2 LS). La produc­
ción del supuesto legal será tanto más 
probable, cuanto más acerque la regula­
ción legal autonómica correspondiente 
el método de cálculo del ap rovecha­
miento al modo tradicional o clásico de 
atribución o asignación de éste por la 
ordenación urbanística. 

Establecimiento por la ordenación urba­
nística de determinaciones de co nserva­
ción de edificios que, afectando singular­
mente a propieta rios, excedan, en su con­
tenido, del norm al del debe r lega l 
correspondiente, con entera independencia 
(a e.esar de que), en su caso, se apliquen al 
edificio ayudas públicas (subvenciones, be­
neficios fisca les, etc.) (art. 239. 1 LS) 

La vi nculac ión s ingu la r consiste, 
confo rme a la redacción literal del pre­
cepto legal, en una determinación del 
planeamiento de ca rácter imperativo, 
que tenga por contenido la delimitación 
de un deber referido a la conservación 
de edificios existentes, en exceso sobre 
la regulación legal urbanística general 
de los deberes de este carácter. 

la lesión, es decir, el daño o perjuicio 
indemnizablc es, pues, justamente el ex­
ceso de carga sobre el contenido normal 
del deber de conservación , pero única­
mente aquél que no se vea compensado 
por los beneficios de pertinente aplica­
ción . Como se ve, aquí el legis lador 
adopta el criterio correcto confo rme al 
régimen legal general de la responsabili­
dad patrimonial para determinar la le­
sión: el de la integridad y, por tanto, el 
impacto sufrido por el patrimonio del 
afectado; criterio que, sin embargo y co­
mo ya hemos tenido ocasión de com­
probar no emplea exp resamente a la hora 
de definir los otros supuestos indemniza­
torios (debiendo entenderse implícito 
en las correspondientes definiciones le­
gales, como demuestra la ahora analiza­
da). Los benefi cios legales capaces de 
cumplir la fun ción compensatoria alu­
dida son todos los públicos que, con 
independencia de su formulación jurí­
dica (exenciones o bonificaciones fisca-

les, subvenciones, etc.), redunden efec­
rivamente en una ventaja para el propie­
tario afectado, con independencia, a su 
vez, de la normativa que los establezca 
y de la Administración que los conceda 
(siempre que se otorguen para el mis­
mo fin del deber de conservació n de 
que se trata). 

Procede llamar la atención sobre la 
circunstancia de que, en este supuesto, 
incluso un d eber continuado de con­
servación es susceptible de indemniza­
ción mediante su valoración y pago, por 
un a sola vez, del importe correspon­
diente. Resulta así menos comprensible 
aún el supuesto legal anterior de vincu­
lación singula r consistente en una re­
ducción (no reparcelable o compensa­
ble) del aprovechamiento susceptible 
de apropiación. 

Supuestos en que la lesión deriva de 
una interferencia perturbadora del 
ejercicio de la potestad de 
planeamiento en el normal decurso 
del proceso urbanístico conforme a 
sus bases iniciales de partida 

El supuesto común a y residual de todos 
los demás 

Los supuestos recogidos en los ar­
tículos 237 y 238 lS son reductibles, 
desde el punto de vista del estándar mí­
nimo de la responsabilidad a que dan 
lugar, al determinado por el artículo 241 
lS (con el complemento de lo d ispues­
to en el artículo 237.2 LS), que es, así, 
común a todos ellos, fungiendo, ade­
más, con independencia de ellos, siem­
pre que -aun no concurriendo estos 
últimos- se d en sus elem entos pro­
pios; razón, po r la que su contenid o 
aparece enunciado en el texto legal co­
mo «cláusula resid ual d e indemniza­
ción». Entiende el legislador que toda 
incidencia (con resul tado de lesión) en 
el desarrollo del p roceso urbanístico, 
cualquiera que sea el momento de éste 
en que tenga lugar, compo rta, como mí­
nimo, el deber de indemnizar los gastos 
producidos (al agente del p roceso; co­
mo regla general, pues, al propietario) 
por el cumplimiento de los deberes bá-

sicos inherentes al p roceso urbaniza­
dor y edificatorio, dentro de los plazos 
es tablecidos al efecto, que devengan 
inútiles cabalmente p or aquella inci­
dencia, es decir, por consecuencia de 
un cambio de planeamiento (o también 
de la aplicación de la expropiación for­
zosa; por ejemplo, como consecuencia 
de un cambio en el s istema de actua­
ción). Condición general e indispensa­
ble pa ra que pueda darse la lesión es 
que la nueva ordenación que incide en 
el proceso urbanístico produzca, efecti­
va e inmed iatamente, una perturbación 
de este último. De ahí que el respeto por 
aquella nueva ordenación de las situa­
ciones en co nsolidación o ya consolida­
das -acordando para ellas la situación 
de «fuera d e ord enación» (art. 237.2 
LS), es decir, defi riendo la efectividad 
de sus determinaciones al agotamiento 
de tales situaciones o a su transforma­
ción voluntaria por sus respectivos titu­
lares- excluya de suyo la posibilidad 
de la apreciación de lesión y, por tanto, 
del surgimiento del deber de indemni­
zación por parte de la Administración. 

El deber de indemnizar de esta fo rma 
establecido juega como un mínimo co­
mún a todos los supuestos restantes, de 
suerte que la indemnización procedente 
confo rme a éstos se añade, cuando así 
haya lugar, a la pertinente en el ahora 
considerado. El inciso inicial del artícu­
lo 241 lS no deja lugar, razonablemente, 
a duda alguna, cuando determina, impe­
ra tivamente, la indemnizab ilidad «en 
todo caso» de los gastos que contempla. 

El daño o perjuicio, es deci r, la lesión 
indemnizable en tales términos consis­
te en los gastos que reúnan todos y ca­
da uno de los siguientes requisitos: 

• Que hayan sido efectivamente rea­
lizados hasta el momento de la lesión y 
dentro d e los plazos estab lecidos al 
efecto (dimensión temporal). 

• Que hayan sido efectuados preci­
samente pa ra el cumplimiento de los 
deberes básicos inherentes al proceso 
urbanizador y edificatorio, es decir, de 
los enumerados en el artículo 20. 1 lS 
(dimensión sustantiva). 
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• Que hayan devenido inútiles como 
consecuencia de un cambio en el plane­
amiento o también por acordarse sobre­
venidamente la expropiación (elemento 
de cualificación del daño o perjuicio). 

El momento de producción de la lesión co­
mo consecuencia de un cambio en el planea­
miento 

Cuestión importante y también co­
mún a todos los supuestos considera­
dos es la relativa al momento en que se 
entiende producido el h echo jurídico 
dañoso o perjudicial. Del inciso inicial 
del artículo 238. 1 LS, indudablemente 
extrapolable, se infiere que aquel mo­
mento no es otro que el de entrada en 
vigor del nuevo planeamiento. 

En principio, la regla es clara y no 
parece suscitar problema alguno. Pero 
éstos su rgen inmediatamente de los 
términos mismos de la regulación de la 
entrada en vigor d e los Planes. Pues al 
menos para los Planes urbanísticos 
municipales la Ley 7 /1985, de 2 de 
abril, reguladora de las bases del régi­
men local (an. 70.2) exige a tal efecto, 
entre otras cosas, la íntegra publica­
ción oficial de las normas urbanísticas, 
mientras que la LS se circunscribe a 
rei terar el requi sito urbanístico tradi­
cional de la publicación del acuerdo de 
aprobación definitiva del Plan co rres­
pondiente (art. 124), añadiendo sim­
plemente una remisión a las disposi­
ciones aplicables en cuanto hace a la 
publicación de las normas urbanísti­
cas y Ordenanzas, para luego contem­
plar aquella publicación del acuerdo 
de aprobación como presupuesto de la 
ejecutividad (que no de la entrada en 
vigor) de los Planes (art. 131). La argu­
cia de la LS reside en la contemplación 
del planeamiento como acto admi nis­
trativo del que es predicable la eficacia, 
la ejecutividad; obviando, así, su d i­
mensión normativa. Tal argucia no pa­
rece que pueda permitir la interp reta­
ción de la expresión «adquisición de 
vigencia», empleada por el artículo 
238.1 LS, en el sentido de «adquisición 
de ejecutividad» (a partir de la publi­
cación sólo del acuerdo de aprobación 

definitiva, co nforme a los artícu los 
124 y 131 LS), a los efectos de enten­
der producido el hecho jurídico de­
sencadenante d e la respon sabi lidad 
patrimonial. La referida primera ex­
presión legal alude técnicamente a la 
entrad a en vigo r y, por tanto, a la di­
mensión normativa del planeamiento , 
por lo que sólo puede tenerse por aca­
ecida (cuando se trata de planes muni ­
ci pales) co n la publicación ordenada 
por el artículo 70.2 de la Ley 7 /1985, 
ya citada. Solución distinta (concreta­
mente, la de entender suficiente la pu­
blicación del acuerdo de aprobació n 
definitiva revista por la LS) pueden 
merecer los planes no municipales, en 
la med ida en que a los mismos no al­
canza la Ley de régimen local. 

Despejado ya el camino para el aná­
lisis de los distintos y específicos su­
puestos indemnizatorios de que ah ora 
se trata, procede verificar éste según un 
orden lógico, es decir, en función del 
momento en que se produce la inciden­
cia de la acción administrativa urbanís­
tica ordenadora; momento éste el rele­
vante, desde la perspectiva decisiva pa­
ra la institución de la responsabilidad, 
en tanto que de él depende el grado de 
patrimonialización de facultades-dere­
chos por el propietario-agente urbanís­
tico. 

Incidencia del planeamiento en el proceso 
urbanístico (modificación o revisión del plane­
amiento en vigor), cuando ya se ha patrimo­
nializado el aprovechamiento urbanístico sus­
ceptible de apropiación y aún no ha tran scu­
rrido el plazo para solicitar la licencia y ésta no 
se ha obtenido (a rt. 237.1 LS) 

El supuesto , que aparece aco tad o 
por una doble referencia, sustanti va 
una -el cambio del planeamiento, en 
vi rtud de la aprobación sob revenida 
de una modificación o, incluso, una re­
visión de éste- y temporal otra - la en­
trada en vigor de la modificación o la 
revisión en cualquie r momento del 
proceso urbanizador situad o entre la 
conclus ión de la urbanización , co n 
cumplimiento de los deberes de cesión 
obligatoria y de justa distribución de 

beneficios y cargas, y la vigencia del 
plazo para solicitar la licencia de edifi­
cació n de las parcelas resultantes- , 
queda definido por relación a la deter­
minación del h echo jurídico constitu­
tivo de la lesión: la reducción por el 
nuevo planeamiento del aprovecha­
miento (susceptible de apropiació n) 
derivado del anterior. En principio, tal 
determinación es puramente cuantita­
tiva, pues el concepto de reducción no 
tiene en el valor del aprovechamiento. 
En la medida, sin embargo, de la regu­
lación legal co ns iderada debe inter­
pretarse en el contexto más amplio del 
régimen legal general de la respon sabi­
lidad patrimonial de la Administración 
( recuérd ese que aquélla limita su obje­
to a la concreción de los supuestos in­
demnizato rios), la reducción del apro­
vechamie nto, si no comporta daño 
efectivo -por compensarse con un 
mayor valor del menor aprovech a­
miento concedido por la nueva orde­
nación-, no puede considerarse sufi­
ciente para desencadena r el d eber de 
indemnizar. De nuevo aquí, pues, el 
criterio de la integridad del patr imo­
nio del propietario afectado es el de­
terminante. 

Incidencia del planeamiento en el proceso 
urbanístico (modificación o revisión del plane­
amiento en vigor) cuando ya se ha patrimonia­
lizado el aprovechamiento susceptible de apro­
piación y, además, ha transcurrido el plazo pa­
ra solicitar licencia, sin haberse interesado ésta 
(arl. 237.3 LS) 

Este supuesto tiene en común con el 
anterior el elemento sustantivo (el cam­
bio en el planeamiento red uctor del 
aprovechamiento), diferenciándose 
por el momento temporal posterior del 
proceso urbanístico en el que se sitúa: 
ha concluido ya incluso el plazo para 
solicitar la licencia de construcción en 
las parcelas resultantes (y la solicitud 
no se ha deducido). 

Lo decisivo aquí, no obstante, es la 
precisión del daño; precisión, clara­
mente reveladora de la restricción de la 
regulación legal estudiada a la adapta­
ción del régimen general de la respon-



sabilidad a las características específi­
cas de la actividad pública urbanística. 
La reducción del aprovechamiento, en 
efecto, sólo reviste la condición de daño 
a partir de un umbral mínimo: el 50% 
del aprovechamiento urbanístico atri­
buido por el planeamiento anterior. Así 
pues, las reducciones de hasta el 50% 
de dicho aprovechamiento no son in­
demnizables. El umbral así establecido 
es congruente con la regla de la pérdida 
(subjetiva) del 50% del valor del apro­
vechamiento urbanístico susceptible de 
apropiación por incumplimiento del 
contenido temporal del deber de edifi­
car, conforme a Los arts. 35.2 y 36 de la 
propia LS 

Se da por reproducida aquí la obser­
vación ya efectuada al tratar del supues­
to inmediatamente anterior, acerca del 
carácter necesario, pero no suficiente 
de la reducción meramente cuantitativa 
del aprovechamiento para desencade­
nar el deber de indemnizar. Sólo una 
merma efectiva del valor del aprovecha­
miento susceptible de apropiación real­
mente adquirido puede cumplir las 
condiciones de la lesión exigible. 

Incidencia del planeamiento en el proceso 
urbanístico (modificación o revisión del plane­
amiento en vigor) en cualquier momento situa­
do entre la patrimonialjzación por el propieta-
1io del derecho a edificar y el comienzo de las 
obras de construcción (art. 238.1 LS) 

Sigue jugando en este supuesto el 
elemento de la reducción del aprove­
chamiento por cambio del planea­
miento, pero el momento temporal de 
la incidencia de este último se sitúa en­
tre el otorgamiento de la licencia de 
obras (determinante de la adquisición 
del derecho a edificar, conforme al ar­
tículo 33.1 LS) y el inicio efectivo de 
éstas. 

Dos efectos se conectan a la concu­
rrencia del supuesto: la extinción de la 
eficacia de la licencia disconforme con 
la nueva ordenación (debe entenderse 
en la medida en que lo sea) y el deber de 
la Administración de indemnizar la re­
ducción del aprovechamiento. La cues­
tión que inmediatamente se plantea es 

la de la independencia o, por el contra­
rio, la vinculación de ambos efectos. En 
el primer caso sólo quedaría ineficaz la 
licencia si efectivamente se ha causado 
un daño indemnizable (con lo que el se­
gundo efecto primaría sobre el p rim e­
ro), mientras que en el segundo la inefi­
cacia tendría lugar en todo caso (estaría 
conectada ex lege al cambio del planea­
miento, determinante de la disconfor­
midad sobrevenida a la ordenación ur­
banística), primando sobre, casi podría 
decirse que concurriendo a provocar el 
juego de la responsabilidad patrimonial 
de la Administración. Atendiendo a la 
clara redacción literal del precepto legal 
y a La determinación que hace del daño 
indemnizable, que incluye no sólo La re­
ducción del aprovechamiento, sino 
también el coste del proyecto y los de­
más gastos justificadamente realizados 
para la edificación proyectada (6), debe 
optarse por la segunda de las alternati­
vas expuestas. 

Los daños indemnizables son de dos 
tipos: 

• La reducción del aprovechamien­
to lucrativo producida por el cambio 
del planeamiento. Es pertinente de nue­
vo aquí la observación relativa a la insu­
ficiencia de la reducción cuantitativa 
para provocar el daño, siendo indis­
pensable que se traduzca, además, en 
una disminución patrimonial por mer­
ma del valor del aprovechamiento. 

• Los conceptos previstos en el ar­
tículo 55 LS. Precisamente la referencia 
a «los conceptos» en la remisión a este 
último precepto es la que obliga a en-

(6) De ello resulta claramente que la concu­
rrencia del supuesto legal desencadena siempre 
los dos efectos previstos en la norma. Aunque la 
reducción del aprovechamiento, por aparecer 
compensada pammonialmcnte por el mayor va­
lor del concedido por la nueva ordenación, no 
produzca daño alguno, existe siempre el deber 
de indemnizar los gastos justificados realizados 
para la ed1ficac1ón proyectada, lo que significa 
que la pérdida de eficacia de la licencia es un 
efecto conectado ex lege a la entrada en vigor del 
nuevo planeamiento. 

tender que ésta no incluye cuantifica­
ción alguna del daño, por emplearse só­
lo para la identificación sustantiva de 
los hechos dañosos: los gastos justifica­
dos realizados por razón de la edifica­
ción proyectada y, en todo caso, el cos­
te del proyecto. 

Incidencia del planeamiento en el proceso 
urbanístico (modificación o revisión del plane­
amiento en vigor) cuando ya se ha adquirido el 
derecho a edificar y, además, se ha dado co­
mienza a la edificación, pero aún no se ha pa­
trimonializado ésta, es decir, no han concluido 
las obras (art. 238.2 LS) 

Este supuesto es mera continuación 
del inmediatamente anterior en la fase 
del proceso urbanístico de construc­
ción de la edificación (comprendida, 
pues, entre los momentos de inicio -
en el que concluye o cesa el supuesto 
legal anterior- y de conclusión de las 
obras. Aunque este último no se con­
signa explícitamente, debe entenderse 
implícito en la redacción del precepto 
legal, toda vez que la conclusión de las 
obras determina, conforme al artículo 
37.1 LS la adquisición del derecho a la 
edificación; adquisición, desde la que 
ya no puede entenderse posible una 
modificación o revocación de la licen­
cia, puesto que ésta ya ha desplegado 
totalmente su eficacia legitimadora de 
las ob ras. 

La concurrencia del supuesto deter­
mina ahora un solo efecto, que, además, 
no se produce de forma automática. La 
Administración queda habilitada para 
modificar o revocar la licencia, es decir, 
para volver sobre lo autorizado por ra­
zones de oportun idad, cabalmente la 
nueva y sobrevenida definición del in­
terés público urbanístico (7). Se trata de 
un simple apoderamiento, no quedan-

(7) La v1genc1a de esta habilitación, que -
en dcfinmva- es para la revocación de la li­
cencia ya concedida, puede entenderse dudo­
sa a parur de la plena vigencia de la LRJAPy­
PAc, en la medrda en que su artículo 105.1 sólo 
contempla la potestad de revocación, en cual­
quier momento, de los actos no declarativos de 
derechos o de gravamen; categoría en la que 
no entra, naturalmente, la licencia. 
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do la Administración obligada a hacer 
uso del mismo. Parece ir de suyo que a 
la hora del ejercicio de esta potestad de 
modificación o revocación ha de efec­
tuarse una ponderación de las circuns­
tancias y, en particular, tanto del grado 
de disconformidad sobrevenida con la 
ordenación urbanística de aplicación, 
como del estado de ejecución de las 
obras de edificación. 

Los daños indemnizables son idénti­
cos a los del supuesto legal inmediata­
mente anterior. 

Incidencia del planeamiento en el proceso 
urbanístico (modificación o revisión del plane­
amiento en vigor) cuando ya se ha adquirido el 
derecho a la edificación, es decir, han conclui­
do las obras correspondientes 

Este supuesto no está expresamente 
previsto por la LS, pero se infiere de lo 
dispuesto en el número 2 de su artículo 
23 7 y de la garantía constitucional de la 
propiedad (en su dimensión debilitada, 
contemplada en el número 3 del artícu­
lo 33 de la Constitución). 

Si a partir del momento mismo de la 
conclusión de las obras de edificación 
conforme a una precisa ordenación 
urbanística, ésta es objeto de cambio, 
sólo caben, en efect0, dos alternativas. 
O el nuevo planeamiento no exige la 
inmediata realización de sus previsio­
nes (con incidencia efectiva en la edifi­
cación terminada), en cuyo caso es de 
aplicación la situación de fuera de or­
denación y no entra en juego la res­
ponsabilidad (pues, conforme al art. 
237.2 LS aquella situación no da dere­
cho por sisola a indemnización). º· el 
nuevo planeamiento demanda su m­
mediata materialización, en cuyo caso 
el cumplimiento de tal demanda sólo 
es viable -atendido el perfecciona­
miento previo de la situación jurídica 
en que consiste la edificación, es decir, 
la consolidación del derecho a la edifi­
cación en términos de contenido pa­
trimonial real- mediando la aplica­
ción de la institución expropiatoria, 
con las consecuencias que de ello se si­
guen y en las que aquí no es pertinen­
te entrar. 

Supuestos indenn1izatorios 
derivados del ejercicio 
de la potestad 
ad1ninistrativa de 
intervención previa, 
inediante licencia, de la 
actividad privada de 
edificación o uso del suelo 

El artículo 240 LS se refiere ya a la in­
cidencia que en la esfera patrimonial de 
los administrados, con resultado de le­
sión de ésta, puede tener el ejercicio de 
la potestad de intervención, mediante 
licencia, de la actividad de edificación y 
uso del suelo. Quiero esto decir que los 
supuestos en él previstos pueden pro­
ducirse con ocasión de la realización -
o pretensión de realización- de cuales­
quiera de los actos que, conforme al ar­
tículo 242 LS están legalmente sujetos a 
licencia previa. En razón a la regla gene­
ral (8) de la no sujeción a ésta de aque­
llos actos cuando se promuevan por las 
Administraciones públicas o entidades 
de Derecho público que administren 
bienes de éstas, los supuestos de que 
ahora se trata difíci lmente darán lugar a 
problemas de responsabilidad entre 
Administraciones. 

Los supuestos que contempla el pre­
cepto legal se reconducen todos a un 
mal funcionamiento del correspon­
diente servicio de intervención de la ac­
tividad de los administrados: 

• La anulación de la licencia ya con­
cedida; anulación que puede tener lu­
gar como consecuencia de im pugna­
ción de dicha licencia (9) o de ejercicio 

(8) Susceruble de excepción por la legisla­
ción sectona aplicable. 

(9) En virtud de la supresión por el artículo 
107 (en relación con el l 14) LRjAPyPAc del re­
curso de reposición, las impugnaciones de las li­
cencias, a partir de la plena aplicación de este 
texto legal, no precisan agotar la vía administra­
tiva, formulándose directamente en vía conten­
c1oso-adm1nistranva. 

por la propia Administración otorgante 
- de oficio o a instancia de parte- de su 
potestad de revisión de la autorización 
en los términos hoy regulados por los 
artículos 102 a 106 LRjAPyPAc. En este 
caso y de conformidad con la regla hoy 
claramente sentada por los números 4 e 
inciso inicial del 5 del artículo 14 2 de 
esta última Ley, el plazo para el ejercicio 
de la acción por el titular de la licencia, 
afectado, es de un año a partir del acto 
o la Sentencia firmes anulatorios de di­
cha licencia. 

• La demora injustificada en el otor­
gamiento de la licencia. De conformi­
dad con la LRjAPyPAc (concretamente 
sus arts. 42.l y 89.4), el concepto de 
«demora injustificada» debe entender­
se equivalente al de incumplimiento 
por la Administración de la obligación 
legal de resolver en los plazos máximos 
legalmente establecidos (10), pues a te­
nor del mismo texto legal dicho incum­
plimiento, además de lo que significa ya 
por sí mismo» ... dará lugar a la exigen­
cia de responsabilidad disciplinaria o, 
en su caso, será causa de remoción del 
puesto de trabajo» (último párrafo del 
número 3 del artículo 42) y existe una 
específica responsabilidad del personal 
al servicio de todas las Administracio­
nes Públicas respecto de la evitación de 
todo retraso o anormalidad en la trami­
tación de los procedimientos, facultán­
dose expresamente a los administrados 
para solicitar de la Administración la 
exigencia de esa responsabilidad (nú-

(10) Conforme al artículo 42.2 LRjAPyPAc, 
el plazo máximo para resolver las solicitudes 
que se formulen por los interesados es el que re­
sulte de la tram1tac1ón del procedimiento aplica­
ble en cada caso y, en su defecto, el de tres me­
ses. La no resolución expresa en el plazo máxi­
mo correspondiente sólo supone el 
mcumplim1emo del contenido accesorio (tem­
poral) de la obligación legal, subsistiendo el sus­
tanuvo y pnnc1pal, referido a la producción de 
una resolución expresa, cuando menos hasta la 
activación por el interesado, conforme al art. 44 
de la misma Ley, del mecanismo (ce rtificación) 
dirigido a la decantación de un acto presunto. 



mero 2, en relación el 1, del art. 41 ). La 
no resolución, pues, en el plazo máxi­
mo legal fijado para ello en el procedi­
miento legal para el otorgamiento de las 
licencias representa una anormalidad 
en el funcionamiento del servicio públi­
co capaz de integrar el supuesto legal de 
«demora injustificada». 

• La denegación improcedente de 
la licencia. En la medida en que el su­
puesto cualifica como «improcedente» 
la denegación y los actos administrati­
vos gozan de la presunción de legitimi­
dad hasta su destrucción por otro acto 
o por Sentencia firme, dicho supuesto 
y, por tanto, el hecho antijurídico de­
terminante de la lesión no pueden pro­
ducirse sino con estos actos o Senten­
cia declaratorios de la disconformidad 
a Derecho de la denegación de la licen­
cia. Consecuentemente es ap licable 
aquí lo dicho al tratar de la anulación 
de la licencia, en cuamo hace al plazo 
para el ejercicio de la acción de indem­
mzac1ón. 

La única regla peculiar (además de 
las de dete rminación de los supuestos 
indemnizatorios ya expuestas), que 
sienta el artículo ahora analizado, es la 
de la exención de responsabilidad a la 
Administración en caso de concurren­
cia de dolo, culpa o n egligencia graves 
imputables al perjudicado, es decir, al 
titular o, en su caso, solicitante de la li­
cencia. La conducta de éste, cuando re­
viste tales caracteres, rompe, pues, el 
nexo causal, eximiendo a la Adminis­
tración completamente de responsabi­
lidad. 

De resto (especialmente por lo que 
hace a los requisitos requeridos para el 
surgimiento de la responsabilidad), ha 
de estarse íntegramente, por expresa 
dis posición del artículo 240 lS al régi­
men general de la responsabilidad pa­
trimonial administrativa, es decir, hoy 
al Capítulo l del Título X de la LRjAPy­
PAc. Pone de relieve, una vez más, esta 
remisión el juego de las concretas pre­
visiones de la lS en el contexto, en 
cualquier caso, de dicho régimen gene­
ral. 

Algunas consideraciones 
co1nple1nentarias sobre el 
alcance de la regulación 
legal: supuestos 
inaen1nizatorios y siste1na 
general de Ja 
responsabilidad 
pahi1nonial de las 
Ad1ninistraciones 
Públicas 

La LRjAPyPAc, en su Título X, re­
nueva por completo el régimen gene­
ral de la responsabilidad patrimonial 
d e la Administración pública, en tér­
minos -conforme a la competencia 
definida por el articulo 149. l . l 8 de la 
Constitución- de sistema integral de 
todas las Administraciones públicas; 
renovación, posterior a la del ordena­
miento urbanístico determinante de la 
vigente lS, que, sea dicho de paso, me­
rece un juicio global claramente posi­
tivo. 

Este desfase temporal entre la deter­
minación concreta de los supuestos ur­
banísticos constitutivos de hechos jurí­
dicos dañosos desencadenantes del de­
ber de indemnizar y el sistema general 
de la responsabilidad patrimonial del 
conjunto de las Administraciones pú­
blicas no suscita, en general, problemas 
de importancia. Ya hemos tenido oca­
sión de señalar que aquella determina­
ción ha de interpretarse y aplicarse 
siempre en el contexto de y de coníor­
midad co n este sistema. Ocurre, no 
obstante, que algunos de los perfeccio­
namientos y de las innovaciones por és­
te introducidos sí que representan una 
incidencia en la normaóva urbanística 
digna de ser resaltada y, en su caso, sus­
citan alguna dificultad jurídica precisa­
da de ser solventada. 

Por de pronto y concretando la 
apuntada imperatividad de la inserción 
de la regulación urbanística en la gene­
ral de la responsabilidad administrativa 

(11), debe tenerse en cuenta que los ar­
tículos 139.2 y 141.1 LRjAPyPAc dejan 
bien claro que sólo son indemnizables 
las lesio nes a los particulares prove­
nientes de daños que éstos no tengan el 
deber j urídico de soportar de acuerdo 
con la Ley, debiendo ser el daño, en to­
do caso, efectivo, evaluable económica­
mente e individualizado con relación a 
una persona o grupo de personas. 

Novedad destacada, por de pronto, 
es la unificación del régimen jurídico y 
de la competencia jurisdiccional de to­
da la responsabilidad extracontractual 
de las Administraciones, como resulta 
de los artículos 142.6 y 144 LRjAPyPAc: 
el sistema regulado por este texto ex­
tiende su ámbito de aplicación a todas 
las relaciones jurídicas de dichas Admi­
nistraciones, sean de Derecho público, 
sean de Derecho privado (con la conse­
cuencia de la conversión en adm inistra­
tiva de la acción de responsabilidad y la 
superación del dualismo jurisdiccional 
hasta ahora existente). Esta opción le­
gislativa tiene una repercusión decisiva 
en el ordenamiento urbanístico, que 
progresivamente ha ido decantándose 
en favor de una gran flexibilidad en las 
formas de gestión de la actividad públi­
ca, hasta el punto de que la LS (a resul­
tas de la Ley 8/1990) establece hoy un 
estatuto peculiar y diferenciado para las 
que califica como «entidades y socieda­
des públicas», categoría integrada po r 
entidades públicas propiamente dichas 
y sociedades con capital público mayo­
ritario (disposición adicional tercera). 
Pues bien, la elección de una forma de 
gestión de la actividad urbanística en 
régimen de Derecho privado ya no su­
pone, en el campo de la responsabili­
dad patrimonial derivada de la activi­
dad así desarrollada, excepción alguna 
al Derecho administrativo, pues la ac­
ción para exigir la indemnización que 

(11) Con las consecuencias que, para la in­

terpretación y aphcac1ón de cada uno de los su­
puescos definidos por la LS, han quedado ex­
puestas en su momento al tratar de ellos. 
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proceda ha de ejercitarse ante la Admi­
nistración actuante-competente (o, en 
su caso, ante cualquiera de las que actú­
en en concurrencia o colaboración) y 
plantearse en sede judicial ante laJuris­
dicción contencioso-administrativa 
(una vez agotada la vía administrativa 
previa). 

Una segunda novedad también des­
tacable es la permisión expresa, por el 
artícu lo 141.4 LRjAPyPAc y siempre 
que exista acuerdo con el interesado 
(12), del abono de la indemnización 
bien mediante pagos periódicos, bien 
en especie. Fácilmente se comp rende el 
interés que en el ámbito urbanístico tie­
nen las posibilidades así abiertas, espe­
cialmente por lo que respecta al pago en 
especie, es decir, en suelo o en aprove­
chamiento con ubicación distinta. 

Algún problema suscitan, por con­
tra, cuando menos dos ulteriores aspec­
tos del nuevo sistema de responsabili­
dad patrimonial de las Administracio­
nes Públicas y, co ncretamente, los 
siguientes: 

• Los criterios de valoración del daño. 
Conforme al artículo 141.2 LRjAPy­

PAc la indemnización debe calcularse 
con arreglo a los criterios de valoración 
establecidos en la legislación de expro­
piación forzosa, legislación fiscal y de­
más normas aplicables, ponderándose, 
en su caso, las valoraciones predomi­
nantes en el mercado. 

El pluralismo de criterios de valora­
ción así ad optado no coincide con el 
princip io de universalidad predicado 
para los establecidos por la LS, cuando 
menos para los bienes inmuebles (13) y 
con derogación de los previstos por la 

(12) Y, además, resulce más adecuado a la re­
paración y convenga al incerés público. 

(13) El articulo 46 LS impone la valoración 
del suelo conforme a los cricenos de la propia LS, 
cualquiera que sea la causa de la exprop1ac1ón y 
la legislación aplicada con ocasión de esta ope­
ración. Para la valoración de las obras y ocros 
bienes y derechos, en particular los derechos rea­
les sobre bienes inmuebles, los arúculos 63 y 64 
LS remnen primariamence, por concra, a la legis­
lación de expropiación forzosa. 

legislación d e expropiación forzosa. 
Más allá de esta discordancia la cues­
tión carece de importancia, toda vez 
que el sistema urbanístico remite en 
parte (para los bienes distintos de los 
inmuebles) a la legislación de expropia­
ción forzosa y la panoplia de criterios a 
que, por su parte, remite el de la res­
ponsabilidad patrimonial de la Admi­
nistración Pública incluye, además de 
los de la legislación fiscal (perspectiva 
ésta - la de la valoración fiscal- en la 
que hay coincidencia entre ambos siste­
mas), los establecidos en «las demás 
normas aplicables», entre los que cabe 
incluir justamente los de las valoracio­
nes urbanísticas, con lo que se cierra 
perfectamente el círculo y con él cual­
quier posi bilidad de contradicción 
efectiva entre criterios sustantivos de 
valoración. 

El problema principal lo suscita más 
bien el inciso final del artículo 141.2 
LRjAPyPAc, que autoriza -con inde­
pendencia de los criterios legales de va­
loración empleados- la ponderación, 
junto con las obtenidas en aplicación de 
tales criterios, de las valoraciones pre­
dominantes en el mercado. Y ello, por­
que, al menos para los bienes inmue­
bles (básicamente el suelo), la lS des­
cansa en el principio d e la valo ración 
objetiva, rechazando justamente la refe­
rencia del mercado. Es cierto que la 
ponderación legitimada por el p recepto 
que acaba de citarse no invoca sin más 
el valor puro y aleatorio de mercado, si­
no, más matizadamente, las valoracio­
nes predominantes efectuadas a la vista 
de la situación del mercado, pero no 
por ello puede dejar de apreciarse una 
contradicción con el aludido principio 
del vigente ordenamien to urbanístico. 

Cabría desde luego intentar salvar 
esta contradicción sobre la base de la 
relativización que en la aplicación de la 
ponderación en cuestión introduce la 
expresión «en su caso», que efectiva­
mente podría servir de válvula de con­
traste de la compatibilidad con la legis­
lación continente de los criterios de va­
loración pertinente al caso. Sin perjuicio 

de la viabil idad de semejante solución, 
no puede dejarse de reconocer su inse­
guridad , por la indeterminación misma 
del contenido normativo de la expre­
sió n «en su caso». Debe tenerse en 
cuenta, en efecto, que la apuntada solu­
ción no despeja la dificultad, decisiva, 
de la diferencia de trato en punto avalo­
ración y, por tanto, a indemnización: tal 
diferencia se produce tanto en la hipóte­
sis de comparación (sea respecto de un 
mismo o de diferentes sujetos afecta­
dos) entre dos acciones administrativas 
diferentes (una expropiatoria del suelo 
y otra lesiva del aprovechamiento urba­
nístico), cuamo en la de comparación 
(igualmente respecto de un mismo o de 
diferentes sujetos afectados) de los re­
sultados de una misma acción (lesiva, 
determinante de indemnización) con 
incidencia simultánea sobre bienes in­
muebles y muebles (14). Incluso en el ca­
so de mayor dificultad de la compara­
ción (los términos de ésta son dos ac­
ciones administrativas distintas: una 
expropiato ria y otra desencadenante 
incidentalmente del deber de indemni­
zar), la diferencia en el resultado in­
demnizatorio no es justifi cable desde el 
punto de vista decisivo de la garantía de 
la indemnidad del patrimonio del afec­
tado.Justamente esta circunstancia per­
mite suponer que la autorización de la 
ponderación de las valoraciones predo­
minantes en el mercado -incorporada 
por la LRjAPyPAc- introduce una regla 
de lógica igualatoria (por elevación, es 
decir, por referencia al mercado) de la 
valoración o, más precisamente, de 
cualquier valoración a efectos de in­
demnización por una Admi nistración 
Pública, que, por la misma dinámica 
principal del ordenamiento jurídico, 
posee capacidad para llegar a imponer-

(14) La segunda h1pócesis vale, siempre que 
se considere que la regulación en la LS de los co­
rrespondientes supuestos indernnizarnrios da 
lugar a que, en ellos, deba aplicarse el esquema 
de valoraciones asimismo escablecido por dicha 
Ley. 
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se (significativamente a través de la ju­
risprudencia) sobre cualquier otra y, en 
particular, sobre la de la valoración es­
trictamente objetiva. 

• La responsabilidad compartida por 
dos o más Administraciones Públicas. 

Bajo la denominación de «responsa­
bilidad concurrente de Las Administra­
ciones Públicas» , el articulo 140 LR­
jAPyPAc regula positivamente por pri­
mera vez en nuestro Derecho (15) 

la responsabilidad en el caso de una 
<<...gestión dimanante de fórmulas cole­
giadas de actuación entre varias Admi­
nistraciones Públicas ... ». Aunque con 
expresión incorrecta técnicamente, el 
precepto se está refiriendo aquí a los su­
puestos de colaboración o cooperación 
interadminisuativas (cualquiera que 
sea la forma en que éstos se concreten y 
articulen), para determinar que todas 
las Administraciones intervinientes de­
ben responder, cuando así proceda, en 
forma solidaria. 

Con carácter general, nada hay que 
oponer a esta solución, claramente fa­
vorable al afectado por la actuación ad­
ministrativa. No puede desconocerse, 
sin embargo, que su aplicación en el 
campo de la actividad urbanística va a 
suscitar más de un problema, además 
de agravar el que de suyo deriva -cuan­
do de lo que se trate es de la repetición 
contra las restantes, y para la reclama­
ción del reintegro de la parte corres­
pondiente, por la Administración que 
haya satisfecho el total de la indemniza­
ción- de la ausencia de una adecuada 
regulación de los contenciosos interad­
ministrativos, especialmente de la eje­
cución de las Sentencias condenatorias. 
Porque en el urbanismo es absoluta­
mente usual el fenómeno, no ya sólo de 

(15) Previsión ésta que, en sí misma y con 
entera independencia de la solución consagrada, 
merece un juicio rorundamente positivo, tenien­
do en cuenta el pluralismo administrativo pro­
p10 del Estado de las Autonomías establecido 
por la Consrirución y la frecuencia en el de la ac­
tuación conjunta de vanas Administraciones. 

la colaboración o la cooperación volun­
tarias, sino de la concurrencia necesaria 
-bajo formas diversas- de varias Ad­
ministraciones. La concurrencia se da 
tanto por la imbricación de intereses y, 
por tanto, de competencias que supone 
de suyo el urbanismo (así, incluso, en el 
ámbito del planeamiento, en el que in­
tervienen ordinariamente la adminis­
tración Local y la Autonómica en la tra­
mitación y aprobación), como por el 
objeto mismo -la racionalización de la 
utilización del territorio- del urbanis­
mo, provocador del entrecruzamiento 
de la política territorial con cualesquie­
ra otras sectoriales que precisen un so­
porte o tengan una repercusión territo­
riales. Así, pues, siempre que el daño 
sea consecuencia de La intervención en 
la decisión urbanística de Administra­
ción distinta a la urbanística común (la 
municipal) (16), debe estimarse concu­
rrente el supuesto previsto en el artícu­
lo 140 LRjAPyPAc, con la consecuencia 
de la elección por el afectado de la Ad­
ministración destinataria de su acción 
de indemnización. Parece evidente que 

(16) Los supuestos son numerosos, pudién­
dose s1stemanzar en los siguientes· 

a) Alteración del planeamiento municipal 
como consecuencia de la apreciación de intere­
ses supramunicipales por la Administración au­
tonómica competente para la aprobación defini­
tiva de dicho planeamiento. 

b) Condicionamiento, hoy absolutamente 
ordinaria, de las soluciones de ordenación (y 
también aqu! en la intervención administraciva 
previa de grandes proyectos) por la Administra­
ción competente en materia medioambiental y 
mediante la formulación de la pertinente decla­
ración del impacto medioambiental. 

c) lnc1denc1a en las soluciones de planeamien­
to (y en el curso del proced1m1ento de formulación 
y aprobación de éste) de pos1c1ones de otras Ad­
ministraciones en función de los intereses especí­
ficos por éstas gestionados e, incluso, por exigen­
cia de la legislación sectorial correspondiente (por 
ejemplo, Leyes de Aguas, de Costas, de Puerros). 

d) Incidencia en la ordenación establecida, 
determinando la necesidad de un cambio (adap­
tación del planeamiento a la nueva situación cre­
ada, mediante modificación o revisión), por la 
aprobación de un proyecto de obra o servicio 
públicos por la Adminisrración General del Es­
tado o la Autonómica. 

esta elección no se guiará tanto por la 
efectiva mayor imputabilidad del daño, 
cuanto por la mayor probabilidad de 
efectivo y pronto cobro de la indemni­
zación, con la consiguiente distorsión 
posible de las relaciones de fondo entre 
las Administraciones Públicas, sobre 
todo considerando la ulterior dificultad 
en que para luego repetir contra la otra 
u otras Administraciones implicadas 
quedará indudablemente colocada, co­
mo ha quedado adelantado, la Adminis­
tración elegida. • 

Luciano Parejo Alfonso 
Catedrático de Derecho Administrativo. 

Universidad Carlos fII de Madrid. 
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